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PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de quien corresponda, informe sobre los siguientes puntos:

1) Aportes efectuados al Fondo de Asistencia Educativa (F.A.E.) por la Provincia y por cada uno de los Municipios y Comunas a partir del 1° de enero de 2004;

2) Si se ha elaborado algún plan de regularización para la cancelación de deudas de la Provincia y de los Municipios y Comunas para con el Fondo de Asistencia Educativa (F.A.E.).-

Fundamentos:

Señor Presidente:

El Fondo de Asistencia Educativa (F.A.E.) se rigió, tradicionalmente, por el Decreto Acuerdo 05085 del 30 de octubre de 1968. por el mismo se creaba, en las Municipalidades y Comunas de la Provincia, el Fondo, que tiene por finalidad “el mantenimiento y construcción de todos los edificios escolares de propiedad provincial, municipal o comunal, cuya ejecución no tome expresamente a su cargo el Poder Ejecutivo por intermedio de los organismos correspondientes y contribuir al equipamiento de las escuelas ubicadas en su jurisdicción”.-

El mismo Decreto Acuerdo establecía como se constituía ese Fondo, que preveía una fuente tripartita: aportes comunales, provinciales y de la comunidad. También determinaba que serían administrados por una Comisión integrada por la autoridad comunal, en carácter de Presidente; los directores de Escuelas y un representante de cada cooperadora escolar.-

Los fondos deben ser depositados en una cuenta especial, que debe abrir cada Municipalidad o Comuna, en el Banco agente del Estado provincial.-

Por su parte las leyes 2439, de Comunas y 2756, de Municipalidades, preveían los aportes que estos Estados menores debían realizar y la responsabilidad de los Intendentes y Presidentes Comunales.-

Por fin la Ley 11.999, de cuestionada constitucionalidad, pero vigente al fin, introdujo reformas sustanciales al régimen aplicable, aligerando las responsabilidades de los municipios y comunas de la Provincia.-

Bueno será recordar que entre tanto la Corte Suprema de Justicia de la Provincia tuvo oportunidad de resolver el conocido caso: “Federación de Cooperadoras Escolares del Departamento Rosario contra Gobierno de la Provincia de Santa Fe – Recurso contencioso administrativo sumario, ley 10.000 – sobre recurso de inconstitucionalidad” (Expte. 176/1989) (Autos y Sentencias, T° 90 F° 40/91, de fecha 19 de septiembre de 1991). Allí se discutió, además de la legitimación de la actora, la constitucionalidad del aporte obligatorio de los Municipios y Comunas a este fondo.-

Sabido es que en su origen la educación estuvo a cargo de los municipios. Así, por ejemplo, en la Constitución de 1872 se estableció que la Legislatura proveerá al establecimiento de un sistema de escuelas comunes, sin perjuicio de las que cada Municipalidad establezca en su territorio, costeadas por su propio tesoro (Art. 132).-

Esta disposición fue mantenida en la Constitución de 1883.-

La Constitución de 1890 modificó este precepto, en procura de la unificación de la enseñanza pública, dándole una orientación uniforme en la Provincia; pero se reitera la contribución municipal para la educación común. Por eso, desobligadas las Municipalidades del sostenimiento de las escuelas locales, se estimó justo que los entes comunales contribuyeran a la formación del fondo escolar, con parte de sus rentas (Art. 132, inc. 5°), donde se estableció que: “cada Municipalidad destinará del diez al veinte por ciento de las rentas comunales, según lo determine la Ley Orgánica, para la formación del fondo escolar”.-

La Constitución de 1900/1907 agregó que: “debiendo lo que exceda del diez por ciento ser destinado a la construcción de edificios escolares en la respectiva localidad” (Art. 131, inc. 13°).-

La Constitución de 1949, en su Art. 114, también contempla la contribución municipal para asegurar “recursos suficientes para el sostén, difusión y mejoramiento de la instrucción y educación”.-

Las Constituciones de 1921 y 1962 no prevén expresamente disposiciones similares a sus antecedentes; sí lo hicieron las respectivas leyes orgánicas municipales y comunales.-

En definitiva el F.A.E. constituye una especie de sujeto auxiliar del Estado, que emplea fondos públicos para el cumplimiento de cometidos estatales. Nuestra Provincia es rica en sujetos de esta clase, como los Consorcios Camineros (Ley 9663), Comités de Cuencas (Ley 9830), Consorcio Provincial de la Caña de Azúcar (Ley 10.583), así como los Colegios Profesionales. Nuestra Carta Magna local prevé estas formaciones de “democracia participativa”, tanto en el Preámbulo, como en el artículo 1°, en la segunda parte del artículo 8° y, en materia de cooperación escolar, en el artículo 112, cuando prescribe que: “estimula la formación de entidades privadas de cooperación con los institutos educativos oficiales”. El principio de “pluralismo político y social”, que impera en el espíritu y en el texto de nuestra Constitución, propende a la concepción de un estado democrático y participativo.-

Dentro de este marco no nos queda ninguna duda que el F.A.E. y su órgano de administración, tienen entre nosotros una raigambre histórica que corresponde mantener y reivindicar. También debemos decir que la Ley N° 11.999, con el veto introducido por el Decreto N° 3720 del 19 de diciembre de 2001 y las enmiendas en el propuestas, se limitó a posibilitar la sustitución del aporte dinerario por aportes no dinerarios, en un porcentaje de hasta el 50% (texto del Decreto N° 1491 del 12 de julio de 2002, de promulgación de la Ley N° 11.999).-

Este texto debe ser considerado ley vigente. Es materia opinable si los párrafos tercero y cuarto, incorporados por el artículo 2° del decreto 3720/01, debió ser considerado “nuevo proyecto de ley” y seguir el trámite parlamentario propio de los de su clase. Pero la modificación de la integración de los aportes al F.A.E., o de su cálculo, no puede afectar a los períodos saldados y respecto de los períodos en ejecución lo más conveniente es prever un mecanismo de consenso, para evitar planteos de inconstitucionalidad por aplicación retroactiva de la Ley.-

Por todas estas razones estimamos necesario contar con la información requerida.-

